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Introducción

			“Contar muertos”, así se referían de forma peyorativa a la labor de los historiadores pioneros que en los años ochenta empezaron las investigaciones para saber quiénes habían sido las víctimas de la Guerra Civil y la dictadura franquista. Estos inicialmente se focalizaron en conocer las identidades de aquellos muertos a los que el franquismo había pretendido borrar de la historia. Las fuerzas sublevadas —integradas por el ejército, milicias fascistas y monárquicas, eclesiásticos militarizados y civiles armados— condujeron al régimen a la victoria, ejerciendo una violencia extrema que provocó numerosas muertes y desapariciones. Pero, a diferencia de lo que había hecho el régimen, estos historiadores también expusieron la violencia vivida en la retaguardia republicana y las muertes provocadas a pesar de que estas víctimas, aquellos denominados mártires y caídos, sí habían sido reconocidas, homenajeadas y recordadas continuamente durante la dictadura. Guiados por la voluntad de mantener la objetividad científica, que no neutralidad, sumaron a sus investigaciones y análisis las muertes y los nombres de las víctimas de la retaguardia de la República.

			Estas investigaciones se llevaron a cabo en medio de grandes dificultades. Sin acceso a los archivos militares ni a los municipales, los investigadores lograron obtener permisos —en ocasiones incluso judiciales— para consultar los registros civiles y los de los cementerios. También pudieron acceder, ya en los años ochenta, a la Causa General (CG) y recurrir a la memoria oral como fuente complementaria. Todo ello se realizó sin el apoyo de los recursos técnicos e informáticos de los que se dispone en la actualidad.

			El punto culminante de todas las investigaciones que fueron publicándose a lo largo de los años ochenta y noventa fue la aparición del libro coordinado por Santos Juliá, Víctimas de la guerra civil, en 1999. En él, los autores exponían los sucesos que habían provocado un alto índice de muertes en el frente y en ambas retaguardias, analizando los distintos modus operandi que se habían dado en la zona rebelde y en la zona republicana. Daban asimismo unas “cifras de la represión” sin cerrar, en función de las provincias que habían podido ser estudiadas y advertían de que “los datos tradicionales son casi siempre corregidos al alza, en cuanto a la represión franquista, y corregidos a la baja, en cuanto a la represión republicana”. Unas conclusiones que se corroboraron en otro punto culminante respecto el análisis de la represión durante la guerra, cuando se publicó en 2010 el libro Violencia roja y azul, coordinado por Francisco Espinosa Maestre. En él se ponía de manifiesto que se habían continuado contando muertos a nivel local, regional y provincial y, junto con Víctimas de la guerra civil, quedaba claro que había una demanda social por conocer las identidades y las cifras de las muertes violentas de la guerra y la dictadura. En 2010, a partir de la investigación histórica, se podía establecer que las víctimas de la violencia en la retaguardia republicana habían sido 49.272, y durante la represión franquista, aun sin haberse estudiado de forma completa todas las comunidades autónomas, llegaba a 130.199 muertos. Y a estas cifras se podían sumar, por primera vez, los resultados de las exhumaciones llevadas a cabo desde el año 2000: 207 fosas abiertas de las que se habían encontrado 4.956 restos. Se constataban las posibilidades que aportaban las nuevas fuentes: aunque la fuente oral se iba perdiendo progresivamente, era posible acceder, entre otros materiales, a los consejos de guerra franquistas y a la documentación municipal, entonces mejor catalogada y con un relevo generacional que facilitaba su consulta. Además, había aparecido una fuente histórica nueva: la aportada por los resultados de las exhumaciones de las fosas comunes que se habían empezado a abrir por todo el Estado a partir del año 2000. La documentación histórica al respecto era casi inexistente, pero los restos óseos y las fosas en sí mismas eran y son una nueva y gran fuente de información histórica. La cifra de víctimas de la represión republicana no se veía alterada por las exhumaciones; en cambio, la correspondiente a la represión franquista comenzaba a superar las 135.000 víctimas.

			Las fosas comunes de la Guerra Civil son una prueba material de la violencia que transita el espacio, pero también el tiempo. Sus diferentes fases cronológicas deben ser entendidas y analizadas de manera individual. En 2014, el antropólogo Francisco Ferrándiz evidenciaba la existencia de diferentes ciclos de exhumaciones de fosas comunes de la Guerra Civil (Ferrándiz, 2014: 148-203). La premisa de partida es que cada uno de los ciclos de exhumaciones corresponden a diferentes encuadres necropolíticos (Ferrándiz y Robben, 2015: 1-40). Cada una de estas fases de desenterramientos ha de ser entendida en su contexto histórico y con sus particularidades técnicas, políticas y sociales, teniendo muy presentes las víctimas que son recuperadas y los relatos memoriales que acompañan cada caso. El estudio de las fosas y el hecho de tener presente las distintas fases del periodo las convierte en aportaciones fundamentales para el conocimiento histórico de la guerra y la posguerra, cuya resonancia alcanza nuestros días.

			Esta obra pretende cambiar la perspectiva histórica desde la que abordar las exhumaciones de las fosas comunes en España, centrando la atención en aquellas que tuvieron lugar durante la guerra. Debido a ello, este libro se proyecta como una contribución única que permite revelar uno de los cuatro principales ciclos de exhumaciones (Ferrándiz, 2014: 148-203; Ferrándiz y Robben, 2015: 20) en la historia contemporánea de España. Múltiples investigaciones en las últimas décadas han ido mostrando la realidad de esos diferentes ciclos y sus características particulares. Para entender a cuáles nos referimos y en qué lugar se insertarían la fase que se revela en este libro, partamos de una cronología inversa.

			Situémonos en el año 2000, fecha de la exhumación realizada en Priaranza del Bierzo, en la provincia de León, de 13 civiles fusilados el 16 de octubre de 1936. Este acto ha sido tomado como punto de inicio de un periodo de desenterramientos que se extiende hasta la actualidad, considerado como el cuarto y último ciclo (Ferrándiz, 2014: 191-203). Estas exhumaciones destacaron por tener el objetivo de recuperar los cuerpos de las víctimas de la sublevación militar y la dictadura, y por haber sido impulsadas por los nietos de las víctimas y los movimientos de recuperación de la memoria histórica junto a asociaciones científicas y militantes, progresivamente apoyados por entidades locales, autonómicas y estatales. La importancia de la exhumación de Priaranza también reside en el hecho de que fue la primera llevada a cabo por un equipo transdisciplinar, con la participación de arqueólogos, antropólogos físicos y culturales, un equipo forense y genetistas, a través del cual se identificaron restos de víctimas de la sublevación militar y de la dictadura mediante análisis de ADN. A lo largo de estos últimos 25 años, el proceso ha dado como resultado la exhumación de más de 780 fosas y la recuperación de más de 9.600 cuerpos en todo el territorio del Estado por medio de la aplicación de una metodología arqueológica y siguiendo protocolos forenses (Etxeberria y Solé, 2019: 404; Herrasti, Márquez-Grant y Etxeberria, 2021: 2). Tales exhumaciones han sido de especial relevancia para diversos campos de estudio, desde la antropología forense a las ciencias sociales.

			Es importante señalar que no todas las exhumaciones realizadas en el siglo XXI referidas a la Guerra Civil han sido sobre fosas republicanas, sino que también se han llevado a cabo algunas exhumaciones referidas a fosas comunes que resultaron de la violencia en la retaguardia republicana, como la llevada a cabo en 2005 en Villasana de Mena (Burgos) o la exploración realizada en el pozo-mina Las Cabezuelas de Camuñas (Toledo) en 2010 por un equipo coordinado por Francisco Etxeberria (Ferrándiz, 2014: 169-173; Etxeberria, Serrulla y Herrasti, 2014: 280). También se han exhumado fosas de soldados de las tropas rebeldes, como el caso de la fosa de Figuerola d’Orcau, en el pirineo Leridano, de la que se exhumaron 17 restos esqueléticos en 2017. Igualmente, se deben mencionar las exhumaciones y repatriaciones de cuerpos de la División Azul, de militares de la dictadura española que combatieron con Alemania contra la Unión Soviética en la Segunda Guerra Mundial. Desde cementerios en Rusia, la organización alemana Volksbund1 exhuma estos cuerpos tras la firma de un convenio con el Gobierno español en 1995, actividad que prosigue en la actualidad (Herrasti, Márquez-Grant y Etxeberria, 2021: 169-173).

			El tercer ciclo de exhumaciones de fosas de la Guerra Civil se corresponde con las exhumaciones llevadas a cabo a finales de los años setenta y principios de los ochenta. Tras la muerte de Franco en 1975 se produjo un proceso de transición política, marcado por la Ley de Amnistía de 1977, la cual implicaba la puesta en libertad de los prisioneros políticos, pero también la impunidad para los criminales del régimen. En este contexto tuvo lugar lo que se denomina un pacto de silencio, una especie de acuerdo por el cual las élites convenían no instrumentalizar políticamente los crímenes de la sublevación, guerra y dictadura. El historiador Santos Juliá consideraba que ese pacto no fue acatado rigurosamente a nivel político (Juliá, 2006: 58) y, como recientes investigaciones evidencian, tampoco a nivel social (De Kerangat, 2017: 112), y muestra de ello son las exhumaciones de fosas comunes realizadas en este contexto. La categoría de primer ciclo (Aguilar, 2018: 291-325) se queda incompleta si no se incluyen aquellas exhumaciones con un carácter de clandestinidad, menos conocidas, ocurridas durante la guerra y la dictadura (Saqqa Carazzo, Palacios González y De Kerangat: 2025). Ni tampoco las prácticas monumentales o protomonumentales en torno a las fosas realizadas por los familiares desde la posguerra, actos que pretendían, como señala Daniel Palacios González, subvertir el “orden necropolítico establecido” (Palacios Gon­­zález, 2021: 197) y marcar el lugar (Palacios González, 2022: 264), lo que permitió conservar la localización de numerosas fosas.

			Si volvemos a las exhumaciones enmarcadas en los años setenta y ochenta, recientes investigaciones, como la realizada por Zoé de Kerangat, las analizan precisamente como una “sutil resistencia” (De Kerangat, 2017: 112) a ese pacto de silencio asociado a la transición política. En ellas se subraya la necesidad de diferenciar entre el clima político que ocurría a nivel estatal y las acciones e iniciativas locales en todo el país. Estas exhumaciones se caracterizaron por ser realizadas por los propios familiares de las víctimas y de no contar ni con apoyo científico-técnico ni con la posibilidad de identificación forense de los cuerpos. A su vez, tuvieron muy poco impacto mediático, con la excepción de la publicación realizada por la revista Interviú, el único medio que se hacía eco de la exhumación realizada en 1978 en Casa de Don Pedro, Badajoz, por lo que sufrió represalias (Mateo Leivas y De Kerangat, 2020: 1144-1165; Aguilar y Ferrándiz, 2016: 1-25).

			En una cronología anterior, nos encontraríamos con el denominado como segundo ciclo de exhumaciones. Este se inició a finales de los años cincuenta. Entre 1958 y 1983, más de 30.000 cadáveres fueron exhumados, trasladados desde distintos puntos del Estado al mausoleo del Valle de los Caídos y depositados en sus criptas por orden de la dictadura. Es considerada la mayor tumba del Estado español y el monumento más destacado del régimen. De los restos que fueron inhumados en sus criptas se desconoce la identidad de 12.410 individuos, aunque se sabe que muchos de ellos pueden corresponder a víctimas de la sublevación y represaliados por el franquismo (Solé y Tormo, 2024: 15-36). Eran cuerpos de asesinados, enterrados en fosas comunes en un primer momento, militares republicanos, pero también civiles que, a partir de 1959, la dictadura decidió exhumar e incluir en el traslado masivo al Valle de Cuelgamuros. En marzo de 2023 se levantaron las medidas cautelares por parte del Tribunal Supremo de Justicia que impedían las obras necesarias para extraer los restos de las víctimas del franquismo enterradas en el valle. El 12 de junio de 2023 comenzaron las exhumaciones en la Capilla del Santo Sepulcro. El 5 de julio se anunció el hallazgo, en el nivel 0 de la capilla, de la caja 198 (Etxeberria y Ferrándiz, 2024) con restos provenientes de dos fosas comunes situadas en Aldeaseca (originarios de Pajares de Adaja) y de Fuente el Saúz (procedentes de Navalmoral de la Sierra), todos ellos civiles republicanos asesinados por falangistas durante el “terror caliente” de agosto de 1936. Actualmente se siguen llevando a cabo intervenciones de exhumación dentro de las criptas, por un equipo multidisciplinar de historiadores, arqueólogos, antropólogos, forenses, odontólogos y genetistas2.

			Finalmente, llegamos a lo que se podría definir como el primer ciclo de exhumaciones de fosas comunes de la Guerra Civil y lo podemos dividir en dos etapas con características diferentes. Una primera durante los años de guerra en la zona republicana, con la intervención de dicha justicia en el proceso de exhumaciones sobre las víctimas de la represión ejercida durante los primeros momentos de conflicto. Y una segunda etapa, ya durante la posguerra, liderada por las autoridades franquistas a través de la creación de una fiscalía especial que se encargaría de localizar las fosas comunes nacidas de la represión republicana con el objetivo de perseguir a sus responsables.

			Debido a su particular cronología, su gestión transita entre procesos de exhumación de fosas comunes, procesos judiciales y análisis forenses sobre muertes violentas. A su vez, cuenta con la particularidad de albergar dos procesos ejecutados en paralelo durante la guerra por diferentes agentes políticos. Por un lado, nos debemos referir a aquellas exhumaciones que se llevaron a cabo durante la guerra, en los territorios ocupados por las fuerzas sublevadas y posteriormente en la posguerra, bajo el amparo de la justicia dictatorial. Como se ha revelado recientemente, fue un proceso que se inició en 1936 y que se extendió, en sus actuaciones principales, hasta 1951 (Saqqa Carazo, 2024). En esta fase necropolítica de la dictadura, los actos de exhumaciones los llevaron a cabo principalmente agentes locales y la justicia militar sublevada durante la guerra y la inmediata posguerra hasta su definitiva judicialización a través de la Causa General tras el decreto de 26 de abril de 1940. Asimismo, esta gestión estatal sobre la localización y la recuperación de los restos humanos de los calificados como mártires y caídos, en la posguerra, se ha revelado como un proceso centralizado donde el eje y núcleo de la investigación, el cual regulaba, controlaba y ejecutaba directa o indirectamente el proceso, se localizaba en el Tribunal Supremo de Madrid. Debido a ello, sus actuaciones a nivel estatal fueron ejecutadas por los fiscales delegados en las provincias junto con los agentes de seguridad del estado, los alcaldes, los miembros locales de la FET y las JONS y los agentes religiosos. Un entramado multidimensional, destinado únicamente a la recuperación de los restos humanos de los “caídos por Dios y por España” y que situó las exhumaciones y el tratamiento de los cuerpos de los vencedores de la guerra en un lugar de muerte hegemónico, y permitió a la dictadura construir la figura simbólica y política de los “cuerpos nación” (Saqqa Carazo, 2024), que convirtió a los “mártires y caídos por Dios y por España” en un organismo nacional que le servía como aglutinante ideológico y herramienta de justificación del golpe militar y la represión.

			Llegados a este punto, resulta vital señalar que antes incluso de que las fuerzas sublevadas o la justicia dictatorial actuaran en la recuperación de los restos humanos de los que designaban como víctimas propias, la justicia del Gobierno de la Segunda República ya habían iniciado procesos judiciales y forenses con el fin de investigar las muertes, no ya de las víctimas de la violencia sublevada, sino de aquellas consideradas extrajudiciales que se produjeron en la retaguardia republicana. Los crímenes a los que nos referiremos en esta obra no serán aquellos acometidos por las fuerzas sublevadas y la dictadura, sino aquellos atribuidos a la violencia en la retaguardia de los territorios republicanos. Es importante, por lo tanto, mencionar las características que definen la violencia surgida en la retaguardia republicana. Esta ha sido analizada principalmente como respuesta a la rebelión militar y a la violencia que le acompañaba, más vista como una consecuencia de la “virtual desaparición del Estado” (Ledesma, 2014: 108) y de la “radical dispersión del poder que se produjo al inicio de la guerra”. Esta violencia, postulan Espinosa y Ledesma, “no estaba dirigida y sancionada desde la cúpula del poder” (Espinosa y Ledesma, 2012: 475-498), como sí ocurrió en el caso de las fuerzas sublevadas. A su vez, debemos mencionar que “solamente en el bando republicano hubo un intento de la autoridad pública” (Mainer, 2012: 27-49) de mitigar la violencia de retaguardia. Pero esta obra va más allá, demostrando que existió una clara intencionalidad por parte del Gobierno de la República de judicializar e investigar estos crímenes.

			Este libro no elude el reto de incorporarse a las investigaciones sobre la violencia en la retaguardia republicana. Consideramos de vital importancia que la historiografía continúe adentrándose en el estudio de estos hechos no solo para completar el panorama de la Guerra Civil, sino también para superar visiones parciales o simplificadas del conflicto. Abordar esta dimensión nos permitirá tanto comprender con mayor profundidad las distintas formas de violencia política ejercidas en las distintas retaguardias como ir un paso más allá y adentrarnos en las mecánicas judiciales y forenses que se despliegan tras la violencia. Por lo tanto, esta obra realiza un recorrido a través de la que debe considerarse la primera fase del primer ciclo histórico de exhumaciones en la historia reciente del Estado español. En esta obra presentamos, en el primer capítulo, la secuencia cronológica de la aparición de los cementerios clandestinos en la retaguardia republicana catalana, consecuencia de la violencia perpetrada los primeros meses de la guerra una vez fracasó el intento de golpe de Estado. Unas víctimas enterradas en fosas que la Generalitat de Catalunya decidió judicializar en abril de 1937, investigando los sucesos a partir de la creación de juzgados especiales. A través de ellos se designaron a tres jueces especiales, Josep Vidal i Llecha, Antoni Fernández Ros y Josep Maria Bertran de Quintana, que tuvieron distintas actuaciones y entre los que destacó la figura e investigaciones del último. El magistrado Bertran de Quintana instruyó diversos casos relacionados con los denominados cementerios clandestinos y realizó exhumaciones con presencia judicial y forense hasta diciembre de 1937. Los otros dos magistrados, como se verá, también actuaron, pero no con la continuidad y perseverancia de este. A través de estas investigaciones el Gobierno republicano buscaba y debía mostrarse firme en la persecución de los crímenes cometidos en su retaguardia, incluso respecto la violencia sucedida entre los propios partidos y sindicatos republicanos, con el propósito de demostrar que la justicia era independiente de cualquier poder político y evidenciar ante la comunidad internacional que la República no toleraría más muertes ni persecuciones arbitrarias. Este capítulo se complementa con otras investigaciones judiciales desarrolladas en los juzgados especiales de Catalunya, las cuales permiten dimensionar el alcance y la magnitud de dichas actuaciones.

			Pero, más allá de las investigaciones judiciales, debe destacarse de aquellos momentos que, a pesar del contexto de descontrol tanto del orden público como de lo político, provocado por el golpe de Estado durante semanas, la voluntad de las autoridades republicanas también fue la de dar respuesta a las familias de las víctimas de la violencia de aquellos meses. Desde el primer instante, se habilitaron espacios donde las familias de los desaparecidos podían ir a identificarlos. En el caso de Barcelona, aquella función se centralizó en las dependencias del Hospital Clínic. A pesar del caos, se aplicó una metodología judicial y forense para recoger datos de los cuerpos muertos que se iban encontrado en diversos lugares de la ciudad. Estos eran recogidos y trasladados a aquel lugar para recopilar los datos imprescindibles para conseguir una posterior identificación. Una manera de actuar que se mantuvo durante toda la guerra y que a posteriori fue apoyada por la actuación judicial de los magistrados citados. En ningún caso se efectuó en la zona que quedó bajo control de los sublevados, donde las víctimas eran enterradas en cualquier sitio y las familias no podían dirigirse a ningún lugar oficial para denunciar su desaparición, identificarlas y enterrarlas dignamente.

			A su vez, a lo largo del segundo capítulo podremos comprobar cómo el caso de Catalunya y el juez Bertran de Quintana no fue una excepción, sino que estas prácticas judiciales y forenses existieron en otras regiones aparte de la provincia de Barcelona, así como en otros territorios bajo la autoridad republicana, como Valencia, Jaén, Gijón y Madrid. Catalunya fue pionera en realizar estos estudios a nivel historiográfico (Solé i Sabaté y Villarroya, 1989), pero estas prácticas en otros lugares del Estado se han descubierto debido a que la documentación de estos procesos judiciales y forenses, realizados por la República, fueron asumidos, como ocurrió en el caso del Juez Bertran de Quintana, como pruebas judiciales dentro de la Causa General a partir de 1940. Esto permitió afirmar que se convirtieron en herramientas fundamentales para los procesos de exhumación realizados por la dictadura en la posguerra, en tanto ayudaron a los agentes judiciales y familiares tras la guerra, en la localización de enterramientos y a lograr la identificación de los cadáveres de sus víctimas.

			El fracaso del intento de golpe militar del 17 de julio de 1936 marcó el inicio de la guerra civil española, un conflicto que se prolongó hasta abril de 1939 y durante el cual se cometieron miles de asesinatos. Desde los primeros compases del enfrentamiento, las fuerzas sublevadas pusieron en marcha una política represiva que respondía a una “estrategia consciente de terror” (Ledesma, 2014: 47). Esta represión perseguía, entre otros objetivos, una “limpieza política” desde 1936, que condicionó tanto la configuración como la evolución de los mecanismos represivos durante el conflicto y en la posterior dictadura (Gómez Bravo, 2011: 37-92). Las acciones violentas no se detuvieron con el fin de la guerra, ya que el régimen dictatorial continuó aplicando métodos represivos durante los años siguientes.

			Ya se ha concretado el número de víctimas causadas por la violencia del bando sublevado —compuesto por el ejército sublevado, milicias fascistas y monárquicas, eclesiásticos militarizados y civiles armados—, y las investigaciones históricas han ofrecido estimaciones variables en las últimas décadas: entre 100.000 (Julia, 1999 y Casanova, 2002: 8), 130.000 (Espinosa Maestre, 2010: 19) y 150.000 muertes (Preston, 2011: 38). Por otro lado, la respuesta violenta por parte de grupos antifascistas y sectores leales a la República produjo ejecuciones en el marco de la justicia republicana y actos de violencia revolucionaria en la retaguardia. Las investigaciones sobre muertes descritas como consecuencia del “terror rojo” por la narrativa dictatorial fueron investigadas y judicializadas desde 1940 a través de la Causa General; investigaciones a nivel de todos los territorios que, a pesar de estar plagadas de irregularidades, no alcanzaban la cifra deseada por el régimen. Resulta revelador ver cómo las cifras iban oscilando y no coincidían entre ellas. La cifra que esgrimía la CG en 1942 no coincide siquiera con los propios recuentos de la documentación judicial, los cuales arrojan un número, sin incluir la provincia de Madrid, de 39.606 víctimas en 19433 y de 40.959 en 19454. Actualmente, la historiografía plantea unas cifras totales que oscilan entre las 38.563 y las 50.000 personas (Espinosa Maestre, 2006a: 9; Ledesma, 2014: 357-395), muy alejadas, por tanto, de lo expresado y esperado por la retórica franquista. Unas cifras que contrastan significativamente con las difundidas por la propaganda franquista, que llegó a afirmar —como hizo el propio Francisco Franco en 1938— que los “rojos” habrían matado a 470.000 personas (Espinosa Maestre, 2006b).

			Como ya se ha señalado, la violencia en la retaguardia republicana no estaba dirigida por las cúpulas políticas republicanas (Espinosa Maestre y Ledesma, 2012: 475-498), a diferencia de lo que sí sucedía con la violencia sublevada, y evidencian que “solamente en el bando republicano hubo un intento de la autoridad pública por mitigarla” (Mainer, 2012: 22-49). La violencia en retaguardia alcanzó su principal intensidad en los primeros meses desde el fallido golpe de Estado y, a pesar de ello, meses y años después, la justicia republicana siguió investigando y juzgando estas muertes, como se evidencia en el caso de los asesinatos de septiembre de 1936 en Navalucillos (Toledo), donde se recoge cómo un año después de los crímenes, desde un Tribunal Popular de Madrid, fue juzgado y condenado el capitán de milicias al que se acusaba de dichos crímenes. El expediente judicial correspondiente señala que el fiscal enmarcaba estos actos en momentos “extremadamente peligrosos”, aquellos vividos en los inicios de la guerra, cuando el Gobierno de la república se encontraba gravemente debilitado. No obstante, en 1937 subrayaba que procedimientos de este tipo ya no podían ser tolerados, indicando que “normalizada la actuación de las autoridades y creada la Justicia del Pueblo”, el Gobierno había recuperado “los resortes del poder y de coacción necesarios para impedir que los ciudadanos, obrando por cuenta propia, se hicieran justicia por su mano”5. 

			El 7 de octubre del año 2025 se reunió en Madrid el Comité Asesor Académico Externo del proyecto CENOMI: Nomes, Noms, Nombres, Izenak con el objetivo de participar en la elaboración de un censo de víctimas muertas durante la Guerra Civil hasta diciembre de 1939. Después de 39 años de dictadura y casi 50 de democracia, el Estado había firmado un convenio con las universidades gallegas para cumplir con lo indicado en el artículo 9 de la Ley 20/2022, de Memoria Democrática, que establece que

			El departamento que asuma las competencias en materia de memoria democrática con el fin de garantizar la efectividad de los principios de verdad, justicia, reparación y no repetición, y al objeto de poder desarrollar sus funciones será el responsable de mantener un registro de las víctimas a que se refiere el artículo 3.1 con datos recabados de archivos, de bases de datos documentales y obras de referencia especializadas, así como suministrados por las diferentes administraciones públicas y por los organismos y entidades del sector público institucional, víctimas, organizaciones memorialistas, grupos de investigación universitarios y cualquier otra fuente, nacional o internacional, que cuente con información relevante para el mismo.

			En la reunión del Comité Asesor Académico Externo estaban algunos de los historiadores que “contaban muertos” desde los años ochenta, y también los que los habían contado en los noventa y a partir del siglo XXI. A diferencia de la dictadura, ellos habían contado todos los muertos: siempre se habían planteado una investigación global de las pérdidas humanas que la guerra había supuesto, independientemente de ideologías, partidismos y usos políticos. A todos ellos se les reconocía y valoraba su trabajo pionero, tan denostado en el pasado y tan imprescindible en la actualidad. Es inimaginable actualmente no plantearse conocer las cifras y las identidades, así como toda la información posible, de los que murieron en la guerra y la posguerra: asesinados, fusilados, víctimas de bombardeos, muertos en campos de trabajo o de concentración, deportados a campos nazis…

			Este libro aspira a contribuir al conocimiento del pasado, centrándose no tanto en las identidades de las víctimas —ya ampliamente estudiadas— como en la gestión que las autoridades de la República realizaron respecto a ellas. Su propósito es completar y profundizar la comprensión de esta fase necropolítica, analizando un proceso judicial hasta ahora escasamente conocido, impulsado desde los primeros meses de la guerra y desarrollado hasta finales de 1938. Esta obra da cuenta de que la justicia republicana no ignoró la violencia ejercida en su propia retaguardia, sino que asumió la responsabilidad de investigarla. Para ello, emprendió una serie de actuaciones judiciales inéditas que buscaron afirmar la vigencia de la legalidad y la legitimidad del Estado republicano, tanto ante la ciudadanía como frente a la opinión pública internacional.





			Las exhumaciones de fosas comunes
en Catalunya durante la Guerra Civil

			Entre los días 17 y 19 de julio de 1936, una parte importante del ejército español, con el apoyo de grupos civiles reaccionarios y de extrema derecha, llevó a cabo un intento de golpe de Estado contra la legalidad republicana. Aquel intento de acabar con el proyecto republicano no logró su principal objetivo: imponer un nuevo orden político en toda España. Como consecuencia de ese fracaso, el territorio peninsular quedó dividido en dos partes. Por un lado, los territorios donde se mantuvo el orden constitucional; por otro, aquellos lugares donde el golpe de Estado acabó triunfando y se impuso un nuevo proyecto político bajo la tutela de los militares golpistas y sus aliados. De este modo, el país se fragmentó en dos zonas con dos ejércitos, lo que desembocó en una larga y cruenta guerra civil.

			Con el paso de las horas posteriores al inicio del golpe de Estado, este fue fracasando o triunfando según las circunstancias de cada zona geográfica. En este sentido, para que en determinadas regiones y ciudades el pronunciamiento militar no triunfara, fue decisiva la colaboración de las fuerzas obreras y buena parte de la sociedad, así como de las fuerzas de orden público, especialmente de la Guardia Civil, que en el caso de Barcelona se sumó a la defensa del orden constitucional republicano a las dos del mediodía. La lucha conjunta entre aquellas fuerzas consiguió derrotar a los rebeldes que querían acabar con el

			
			
			
			
			
			
			El origen de los cementerios clandestinos. 
Las acciones de las autoridades catalanas para investigar e identificar víctimas 
de la violencia revolucionaria

			
			
			
			
			
			
			
			
			

			
			

			
			

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			Los juzgados especiales para investigar las muertes, identificar a las víctimas y detener a los responsables

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			Un juzgado especial para los cementerios clandestinos

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			

			
			
			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

				
				
					
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
							
							
						
					

				
			

			

			
			
			
			
			
			
			

			
			

			
			
			

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			Un caso paradigmático: Montcada i Reixac

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			

			
			
			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

				
				
					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
							
						
							
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
						
							
							
							
							
						
							
							
						
					

					
							
							
						
					

				
			

			

			
			
			
			
			
			
			
			
			Víctimas antifascistas en cementerios clandestinos

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			El final del sumario de los cementerios clandestinos 
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